CONCUSIÓN 
RADICACIÓN: 81736610953920138060401
PROCESADO: AAC
CONFIRMA 

A N° 004

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS / PERMISO DE SALIDA HASTA POR 72 HORAS / DEBEN CUMPLIRSE TODOS LOS REQUISITOS LEGALES SIN EXCEPCIÓN, SO PENA DE VIOLAR EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.
En el caso sometido a estudio, se tiene que el funcionario de primer nivel precisó que la circunstancia que conllevaba a negar el permiso administrativo de 72 horas que se reclama a favor del señor AAC, es el incumplimiento del requisito dispuesto en el numeral 6° del art. 147 de la ley 65/93 -haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión […]-.

Aunque el Procurador 290 Judicial I Penal solicita se revoque la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas por cuanto es desproporcionado exigir dicho requisito a una persona que se encuentra en prisión domiciliaria por grave enfermedad, razón suficiente para demostrar su imposibilidad de haber trabajado, estudiado o enseñado durante su reclusión, esas especiales circunstancias que presenta el penado no lo excluyen del cumplimiento de los requisitos del art. 147 de la ley 65/93, porque de lo contrario se violaría el principio de legalidad, y el juez no puede omitir los requisitos consagrados por la ley para conceder beneficios administrativos.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
                    Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, ocho (08) de febrero de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 106
Hora: 1:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la apelación interpuesta por el apoderado judicial de AAC y el Procurador 290 Judicial I Penal,  contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio del cual negó la concesión del beneficio administrativo de permiso de setenta y dos (72) horas.
2.- PROVIDENCIA 
El señor AAC fue condenado por el Juzgado Penal del Circuito de Saravena (Arauca) mediante sentencia de febrero 20 de 2018 a la pena privativa de la libertad de 48 meses y multa de 33.33 s.m.l.m.v. por el punible concusión. En dicho proveído se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y se concedió la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión en su lugar de residencia.

La vigilancia de la sanción le fue asignada al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto el sentenciado se encuentra en prisión domiciliara en la carrera 34 No 80-51 barrio Los Libertadores de esta capital.
En agosto 01 de 2018 la Dirección del Centro de Carcelario envió documentación al referido juzgado para que se estudiara la viabilidad de concederle el beneficio administrativo del permiso de salida hasta por 72 horas, con concepto favorable.

En auto de agosto 08 de 2018, el Juzgado de Ejecución de Penas negó la aprobación de lo pedido al considerar que el señor AAC no cumple con uno de los presupuestos establecidos en el artículo 147 de la ley 65/93,  concretamente el de haber acreditado que ha trabajado, estudiado o enseñando durante el tiempo de reclusión. Determinación frente a la cual el Procurador 290 Judicial I Penal y el apoderado del interno interpusieron el recurso de reposición -el cual fue resuelto en forma desfavorable - y en subsidio apelación.

Previo al trámite del recurso de apelación el juzgado ordenó requerir al condenado para que presentara las pruebas que considerara pertinentes con el fin de que justificara el incumplimiento de las obligaciones que contrajo al momento de concederse la prisión domiciliaria. Ante la eventual revocatoria de dicho sustituto, como quiera que Juzgado Segundo Penal Municipal de Control de Garantías de Manizales (Cdas.) informó que en octubre 04 de 2018 fue impuesta medida de aseguramiento de detención preventiva en centro carcelario luego de haber sido aprehendido en situación de flagrancia por el delito de extorsión.

3.- RECURSO

- Inconforme con la decisión adoptada, el Procurador 290 Judicial I Penal argumentó que en el presento asunto resulta desproporcionado exigir el cumplimiento de haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión, toda vez que la prisión domiciliaria que se concedió fue por enfermedad grave.
Se puede inferir razonablemente que la degradada condición de salud del penado, por obvias razones no le ha permitido redimir pena mediante estudio, trabajo o enseñanza, motivo por el cual no resulta acorde con el principio de dignidad humana hacerle este tipo de exigencias para disfrutar el beneficio administrativo del permiso de salida hasta por 72 horas.

Solicita en consecuencia se revoque la decisión.
- El defensor del sentenciado igualmente impugnó la decisión y señaló que la pena cumple una función resocializadora, por tanto, se busca no castigar al delincuente, sino ayudarle a dejar los hábitos que lo llevaron a delinquir y brindarle una ayuda para que se transforme en un ser humano útil para la sociedad.
En su criterio señor AAC cumple con los requisitos para acceder al permiso de salida hasta por 72 horas, y en consecuencia solicita se revoque la decisión. 

4.- Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) no aprobó el beneficio administrativo de permiso de 72 horas solicitado a favor del condenado AAC.

La función del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad es garantizar la legalidad de la ejecución de la pena y que se lleve a cabo precisamente al comprobar el cumplimiento efectivo de ciertas condiciones -artículo 147 de la Ley 65 de 1993-, para determinar si la persona a favor de quien se pide el beneficio es acreedor del mismo. La importancia de la atribución jurisdiccional en lo que se refiere a la verificación de su legalidad, permite que el juez pueda identificar el acatamiento de tales requisitos, por lo que su proceder se enmarca en la normativa vigente.

El artículo 146 de la ley 65/93 los contempla de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaria abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

Particularmente, el beneficio administrativo hasta de 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 del citado estatuto, el cual dispone:

“ARTÍCULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos: 

1. Estar en la fase de mediana seguridad. 

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta. 

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial. 

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria. 

5. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.
Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género”. 

En el caso sometido a estudio, se tiene que el funcionario de primer nivel precisó que la circunstancia que conllevaba a negar el permiso administrativo de 72 horas que se reclama a favor del señor AAC, es el incumplimiento del requisito dispuesto en el numeral 6° del art. 147 de la ley 65/93 -haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión […]-.
Aunque el Procurador 290 Judicial I Penal solicita se revoque la decisión adoptada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas por cuanto es desproporcionado exigir dicho requisito a una persona que se encuentra en prisión domiciliaria por grave enfermedad, razón suficiente para demostrar su imposibilidad de haber trabajado, estudiado o enseñado durante su reclusión, esas especiales circunstancias que presenta el penado no lo excluyen del cumplimiento de los requisitos del art. 147 de la ley 65/93, porque de lo contrario se violaría el principio de legalidad, y el juez no puede omitir los requisitos consagrados por la ley para conceder beneficios administrativos.

Acerca del valor constitucional para preservar el principio de legalidad en la ejecución de la condena y la atribución de esta función en cabeza de las autoridades judiciales, la Corte Constitucional en sentencia T-1093/05, sostuvo:

“Los beneficios administrativos, aplicables dentro de las distintas fases en que se divide el tratamiento penitenciario, permiten a las autoridades carcelarias disponer de ciertos mecanismos necesarios para incentivar al condenado, y a su vez valorar el progreso del tratamiento de resocialización, por lo cual, al analizar cada caso en particular, las autoridades penitenciarias cuentan con cierto margen de discrecionalidad para evaluar si quien eleva solicitud para gozar de un beneficio administrativo, reúne o no los requisitos para acceder a éste, y se lo haga saber al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, teniendo en cuenta la situación específica del recluso.

 

De esta forma debe entenderse la discrecionalidad que las distintas normas otorgan a la administración carcelaría para otorgar o negar los beneficios administrativos dentro del tratamiento penitenciario.

 

Conforme a lo anterior, si bien las autoridades administrativas son las encargadas de ejecutar el tratamiento penitenciario dependiendo de las circunstancias particulares de cada penal y de cada recluso, tal facultad está sujeta a los fines y objetivos para los que fue instituido el régimen penitenciario, a los requisitos que la ley consagra para el otorgamiento  de los beneficios en cada una de sus fases, y de conformidad con las competencias establecidas en la Constitución y la Ley para tal efecto. Lo anterior, no es otra cosa que el respeto por la vigencia del principio de legalidad en todas las actuaciones administrativas internas de los penales” -negrillas excluidas-
Por lo anterior, al tener en cuenta que el permiso de hasta 72 horas es, sin lugar a dudas, un beneficio administrativo que no puede ser otorgado cuando se incumplan los presupuestos de la precitada norma, esta Corporación concluye que la providencia opugnada debe ser confirmada. 
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de apelación, por medio del cual negó la aprobación del beneficio administrativo solicitado a favor del sentenciado AAC.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
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